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BOLETIN DE PRENSA

El Presidente de la Corte Constitucional se permite informar a la opinión pública que en las sesiones de la Sala Plena llevadas a cabo durante los días  10 y 11 de julio de 2013, fueron adoptadas las siguientes decisiones:

1. Expediente D-9434. En los espectáculos públicos, los asistentes están obligados a guardar la compostura y el decoro debidos. Artículo 137 del Decreto Ley 1355 de 1970. EXEQUIBLE. 

La Corte consideró que esta disposición no significa atentado contra el libre desarrollo de la personalidad, sino que constituye un límite razonable a los derechos de quienes asisten a representaciones de teatro, circo, estadio, plaza, salón o, en general, a lugares donde se congreguen las personas para presenciar u oír espectáculos públicos.

Reiteró la Corporación que el derecho al libre desarrollo de la personalidad no es absoluto, ya que se encuentra sometido a algunas restricciones, particularmente las derivadas de la vida en comunidad, por cuanto la relación con otras personas genera ámbitos dentro de los cuales este derecho fundamental ostenta una eficacia más reducida.

Los límites fijados por la norma aseguran la convivencia ciudadana y al mismo tiempo someten a las autoridades públicas, las cuales deben velar por el orden requerido para el desarrollo adecuado de la vida en comunidad, dentro del respeto a los principios de proporcionalidad y razonabilidad. Cabe recordar que la Constitución prevé como deber respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios.

2. Expediente D-9408. La Dirección Nacional de Derechos de Autor puede, en determinadas circunstancias, ejercer funciones jurisdiccionales. EXEQUIBLE el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, Código General del Proceso. 

La Sala consideró que la Dirección Nacional de Derechos de Autor, a pesar de ser una autoridad administrativa, puede ejercer determinadas funciones judiciales, particularmente en procesos relacionados con los derechos de autor.

Ante el riesgo de confundir las funciones de inspección, vigilancia y control, con las funciones jurisdiccionales ejercidas por esta Dirección Nacional, condicionando la norma a que se adopten las medidas requeridas para asegurar que la estructura y funcionamiento de dicha Dirección no afecten el principio de imparcialidad e independencia, en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales.

3. Expediente D-9389. “… reparación integral a las víctimas del conflicto armado…”.  Ley 1448 de 2011,

Al declarar exequibles e inexequibles algunas de las normas de esta Ley, la Corte amplió el ámbito de protección a las víctimas del conflicto armado, reconociendo los derechos mínimos alcanzados hasta el momento y reiterándose el acrecentamiento paulatino de los mismos.

Las garantías consagradas en la Ley a favor de las víctimas deben ser entregadas de manera inmediata, progresivamente ampliadas en su contenido y gradualmente extendidas en su cobertura. También reafirmó la Corte que el principio pro homine aplicable a los casos de reparación administrativa, resulta extensivo para la aplicación de los derechos consagrados en la denominada Ley de Víctimas.

Respecto de la participación de las víctimas en los procesos judiciales, la Corte explica que la misma no está restringida a la búsqueda de una reparación económica, sino que comprende la garantía de sus derechos a la verdad, la justicia y la adopción de medidas asistenciales. Así mismo, cuando el testigo dentro del proceso sea la propia víctima, un niño o una niña, un adolescente, un adulto mayor o una víctima de violencia sexual, el juez tiene la obligación de garantizar al declarante condiciones adecuadas de cuidado, seguridad y bienestar físico y sicológico.                                          

En esta ocasión la Corte reitera que el concepto de VICTIMA ha sido interpretado en un sentido amplio que incluye toda la complejidad y evolución fáctica e histórica del conflicto, es decir, bajo la noción de victimario están comprendidos todos los grupos al margen de la ley.

4. Expediente D-9369. Artículo 278 (parcial) de la Ley 1437 de 2011. Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. EXEQUIBLE. 

Según esta disposición, en los procesos contra actos de nombramiento o de elección popular, el actor solamente podrá corregir la demanda cuando no haya operado la caducidad de la acción. La Corte resolvió sobre la presunta violación del derecho a la igualdad, teniendo en cuenta que en otros procesos la demanda sí puede ser corregida en cualquier tiempo.

La Corporación recordó que el Congreso de la República es el encargado de configurar los procesos judiciales siempre y cuando lo haga dentro de los parámetros constitucionales y, en este caso, atendió a la brevedad del término fijado por el constituyente para resolver sobre clase de asunto, el cual es de un (1) año según el artículo 264 de la Carta. 

La brevedad de este proceso obedece a la necesidad de que el juez decida con la mayor celeridad posible, sobre la legalidad de los actos de elección por voto popular o por cuerpos electorales, como también de los actos de nombramiento y los de llamamiento para proveer vacantes en las corporaciones púbicas.
